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Tema:                          
DERECHO FUNDAMENTAL A LA IGUALDAD:  Como ya ha manifestado la Honorable Corte Constitucional en diversos pronunciamientos, para que exista una vulneración al derecho fundamental de la igualdad, se requiere que las personas que pretendan su aplicación y que se encuentren en los mismos eventos fácticos, se les brinde un trato desigual, de lo contrario, es decir, de encontrarnos frente a situaciones distintas, no estaríamos ante la violación de este principio constitucional. Así lo manifestó esta Corporación en sentencia T-587 de 2006:

                                             
 “La diferencia de trato resulta insuficiente, per se, para predicar la vulneración del derecho a la igualdad, pues para acreditar la existencia de una conducta discriminatoria es necesario verificar, entre otras cosas, que la persona o grupo de personas que se traen como referente se encuentran en la misma situación fáctica de quien alega la afectación del derecho. Si no es así, en el evento en que no pueda constatarse esta última circunstancia, estaríamos en ausencia de la primera condición exigida por la jurisprudencia constitucional para la vulneración del derecho a la igualdad, esto es: la igualdad de los supuestos de hecho en los cuales se deben encontrar, tanto quien alega la vulneración del derecho, como sus referentes. Se entiende así mismo, de manera lógica, que el trato desigual en situaciones fácticas distintas no es violatorio del derecho a la igualdad”.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, diecisiete de septiembre de dos mil trece

Acta N° __ del 17 de septiembre de 2013

Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la impugnación presentada por la AMPARO GRAJALES VÉLEZ contra la sentencia de 13 de agosto de 2013 proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira mediante la cual le fue negado  el amparo constitucional solicitado a través de la acción de tutela instaurada contra la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS.

ANTECEDENTES

La señora Amparo Grajales Vélez interpone acción de tutela contra la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, con el propósito de que se le proteja el derecho a la igualdad y en consecuencia se ordene a la entidad accionada a la indemnización de perjuicios con ocasión a la muerte de su hijo.
Fundamenta su petición en que, debido a la violencia que existe en Colombia, los grupos al margen de la ley asesinaron a su hijo César Humberto López Grajales, por lo que presentó reclamación administrativa ante acción social donde le asignaron el N° de Radicación 203827.

Refiere que ha entregado la documentación necesaria para acceder a la reparación administrativa en tres oportunidades,  pero no ha recibido respuesta concreta, por lo que decidió acercarse a las instalaciones de la entidad, en donde le entregaron un estudio técnico expedido por acción social, en el cual se plasma la negativa de reconocerla como víctima del conflicto. 
Considera que el estudio no se llevó de conformidad con las averiguaciones e investigaciones pertinentes, pues no se desentrañaron las verdaderas causas del homicidio de su hijo César Humberto López Grajales.

Manifiesta finalmente, que se le ha dado un trato desigual, en la media en que en dos casos por ella conocidos recibieron la indemnización con ocasión a la muerte de sus hijos, quienes murieron en las mismas condiciones del señor López Grajales.
TRÁMITE IMPARTIDO

La acción de tutela correspondió por reparto al Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, el cual, una vez admitida la acción, le concedió a la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas el término de dos (2) días, para efectos de que ejercieran su derecho de defensa. 

Dentro de término citado, la entidad accionada, luego de hacer un recuento de la normatividad aplicable en materia de Reparación Integral a las Víctimas, aseguró que la señora Amparo Grajales Vélez no ostenta la calidad de víctima, pues no existen elementos de probatorios que indiquen que la muerte del señor César Humberto López se haya presentado con ocasión al conflicto armado que se vive en Colombia. 

Expuso además, que el Comité técnico recomendó no reconocer la calidad de víctima y dejar el trámite de la solicitante “en valoración”, hasta tanto no allegue alguno de los instrumentos enunciados en la ley 1448 de 2011, que puedan demostrar la relación directa entre los hechos y el conflicto armado.

Finalmente consideró que,  ni el Departamento Administrativo para la prosperidad Social ni la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas han vulnerado derecho fundamental alguno, por lo que debe negarse el amparo constitucional solicitado.

Llegado el día del fallo, la juez negó la protección aspirada, tras advertir la diligencia con la que ha actuado la entidad llamada a juicio y la falta de elementos de juicio que permitan colegir la desigualdad pregonada por la tutelante.
Inconforme con la decisión, la accionante manifiesta su intención de impugnar el fallo de primera instancia con el objeto de que se revoque en su integridad y se conceda el amparo solicitado en su acción de tutela.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

PROBLEMA JURÍDICO

¿Es la acción constitucional el mecanismo idóneo para reclamar la reparación administrativa para quienes se consideren víctimas del conflicto armado?

¿Se vulneró el derecho fundamental a la igualdad de la señora Amparo de Jesús Grajales Vélez?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:
1. PROCEDENCIA DE LA ACCION DE TUTELA.

El artículo 86 de la Constitución Nacional, consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas, cuando resulten amenazados o vulnerados, por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

Según el inciso 3° del mismo canon, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.
La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, o cuando este sea ineficaz, o para evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide.

2. DERECHO FUNDAMENTAL A LA IGUALDAD
Como ya ha manifestado la Honorable Corte Constitucional en diversos pronunciamientos, para que exista vulneración del derecho fundamental de la igualdad, se requiere que las personas que pretendan su aplicación y que se encuentren en los mismos eventos fácticos, se les brinde un trato desigual, de lo contrario, es decir, de encontrarnos frente a situaciones distintas, no estaríamos ante la violación de este principio constitucional. Así lo manifestó esta Corporación en sentencia T-587 de 2006:  

“La diferencia de trato resulta insuficiente, per se, para predicar la vulneración del derecho a la igualdad, pues para acreditar la existencia de una conducta discriminatoria es necesario verificar, entre otras cosas, que la persona o grupo de personas que se traen como referente se encuentran en la misma situación fáctica de quien alega la afectación del derecho. Si no es así, en el evento en que no pueda constatarse esta última circunstancia, estaríamos en ausencia de la primera condición exigida por la jurisprudencia constitucional para la vulneración del derecho a la igualdad, esto es: la igualdad de los supuestos de hecho en los cuales se deben encontrar, tanto quien alega la vulneración del derecho, como sus referentes. Se entiende así mismo, de manera lógica, que el trato desigual en situaciones fácticas distintas no es violatorio del derecho a la igualdad”
.
3. DEBIDO PROCESO.

El artículo 29 superior, señala que "el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas",  lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.
En cuanto se refiere al debido proceso administrativo, la jurisprudencia constitucional ha precisado que es un derecho que tiene rango fundamental, ya que a través de él se busca que toda actuación administrativa se someta a las normas y a la jurisprudencia que regula la aplicación de los principios constitucionales. Así, en la Sentencia T-1263 de 2001, esta Corporación sostuvo:

“El derecho fundamental al debido proceso se consagra constitucionalmente como la garantía que tiene toda persona a un proceso justo y adecuado, esto es, que en el momento en que el Estado pretenda comprometer o privar a alguien de un bien jurídico no puede hacerlo sacrificando o suspendiendo derechos fundamentales. El debido proceso constituye una garantía infranqueable para todo acto en el que se pretenda –legítimamente- imponer sanciones, cargas o castigos. Constituye un límite al abuso del poder de sancionar y con mayor razón, se considera un principio rector de la actuación administrativa del Estado y no sólo una obligación exigida a los juicios criminales.”
4. CASO CONCRETO

En el presente asunto, la tutelante reprocha que la entidad llamada a juicio no haya reconocido su condición de víctima del conflicto, cuando en casos similares ha procedido a reconocer la reparación administrativa, sin necesidad de más documentación que la ya aportado en tres oportunidades ante la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas.

Ciertamente, tal y como se infiere de la comunicación N° 20137113688882 emitida por la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas -fl. 8-, la demandante radicó solicitud de reparación administrativa aduciendo la calidad de víctima del conflicto con ocasión de la muerte violenta de su hijo César Humberto López Grajales, asesinado en esta ciudad el 29 de marzo del año 2006; no obstante, tal petición no fue acogida por la entidad tutelada al no quedar plenamente acreditado que los móviles del siniestro fueran atribuibles al conflicto armado en Colombia.   

Sea lo primero advertir, que desde la expedición del Decreto 1290 de 2008, se han establecidos no sólo los criterios para reconocer la calidad de victima, sino también las fuentes que califican y acreditan dicha calidad que, en el caso de las pruebas documentales, se reducen a: “Publicaciones en periódicos, noticieros, revistas, libros, hojas volantes,  Bases de datos,  Archivos y reportes de autoridades judiciales administrativas o de policía, Providencias judiciales, Informes de los organismos de inteligencia del Estado, Informes de organismos internacionales de derechos humanos, Informes y decisiones sobre casos individuales de Naciones Unidas y del Sistema Interamericano de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario.” – artículo 26-, las cuales, según se extrae del plenario no fueron aportadas al trámite administrativo.
En el anterior orden de ideas, advierte la Sala que la solicitante no cumplió con la carga probatoria que le incumbía, por lo tanto, no puede pretender que a través de esté mecanismo excepcional de protección, se le reconozca la condición de víctima y se ordene a la accionada conceder el beneficio económico que pretende, máxime cuando no acredita ni la ocurrencia de un perjuicio irremediable que legitime la intervención del juez de tutela, ni la falta de idoneidad del mecanismo ordinario para ello.  

Adicionalmente, de acuerdo con la respuesta a la acción, el estado de la solicitud  de la tutelante, esta clasificado como “en valoración”, en consecuencia cuenta con la posibilidad de reabrir el expediente administrativo, en la medida en que aporte los elementos de juicio necesarios para acreditar su condición de víctima o, en el evento de considerar que los documentos aportados con su solicitud resultan suficientes para que le sea reconocida tal calidad,  acudir ante la jurisdicción contenciosa administrativa para reclamar la reparación que aspira del Estado.

Con relación al derecho a la igualdad por parte de la entidad accionada, es sabido que no basta con alegar su vulneración para proceder a su protección, pues no se pueden tratar como iguales a personas que tienen circunstancias fácticas diferentes, menos aún cuando la parte actora no demostró probatoriamente que, en efecto,  los casos frente a los cuales alega el trato discriminatorio y que la Entidad procedió a indemnizar por la vía administrativa, eran iguales o similares al suyo o que en el trámite realizado ante la tutelada, no hayan requerido más documentos que los por ella aportados.   
La anterior inferencia deviene del hecho de que si bien es cierto se allegó al expediente material probatorio que acredita que existió una reparación económica a los familiares de los señores Jorge Mario Díaz Zuluaga y Nelson Bustamante Franco –fls 18 a 21-, también lo es que se desconocen los supuestos fácticos que cimentaron las solicitudes de reparación por vía administrativa, así como las pruebas que allegaron con la finalidad de acreditar su calidad de víctimas; situaciones ambas que debieron ser demostradas por la actora, pues aunque la tutela es un mecanismo sin formalidades,  no se puede pretender de ella un grado de eficacia cuando existen deficiencias probatorias para el caso concreto. 
En cuanto a la vulneración del debido proceso,  alegada por el hecho de que el estudio técnico por medio del cual se recomendó a la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas no reconocerle la condición de víctima,  no le fue  notificado, debe indicarse que éste es un trámite interno del cual no hace parte el solicitante, pues se trata de la investigación adelantada por la entidad con el fin de verificar los supuestos fácticos relacionados con el siniestro por el que se pretende la reparación.  A más de lo anotado, vale la pena aclarar que la entidad informó a la señora Grajales Vélez la decisión tomada –fls 8 y 41, 42 y 43-, la cual refiere que la petición de las supuesta víctima es dejada “en valoración”, con el fin de que acredite con suficiencia esa condición.   
Así las cosas, conforme a lo hasta aquí discurrido, la decisión de primer grado será confirmada.  
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO. CONFIRMAR la decisión proferida por el JUZGADO TERCERO LABORAL de este Circuito, el día trece (13) de agosto del año 2013.

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE esta decisión a las parte por el medio más expedito.

TERCERO: ENVÍESE, lo más pronto posible, a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES               ANA LUCIA CAICEDO CALDERÓN               
                                                                                  Con permiso     

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
� Corte Constitucional. Sentencia T-587 de 2006. M.P. Jaime Araujo Rentería





8

